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3.- Adopción

Entre las medidas de protección que puede adoptar el Ente Público 
sobre un menor tutelado la de mayor impacto se corresponde con la 
propuesta de acogimiento familiar con fines de adopción. Se llega a esta 
conclusión cuando en origen se produce una situación de maltrato de 
extrema gravedad, totalmente insalvable, o cuando pasado el tiempo se 
valora que la evolución de la familia no es positiva, considerando que 
los indicadores de desatención o maltrato no han mejorado ni existe 
expectativa de posible solución, por lo cual resultan irreversibles las 
medidas de protección acordadas en beneficio del menor. 

En tales casos se procura para el menor una familia que se haga cargo en 
adelante de él, con la expectativa de integrarse en esta familia como un 
miembro más, con los mismos derechos y obligaciones, todo ello tras la 
pertinente resolución judicial.

Las quejas que tramitamos relativas a procedimientos de adopción 
suelen guardar relación con la discrepancia de la familia biológica 
con la decisión del Ente Público de constituir un acogimiento familiar 
con fines de adopción, por considerarla muy extrema, relatando que 
su situación ha mejorado y que por ello yerra el Ente Público al buscar 
una familia alternativa a la propia para que adopte al menor.

A título de ejemplo citamos la queja 20/2017 en la cual el interesado 
no acepta la decisión de que su hija quede en acogimiento con fines de 
adopción. Argumenta que las medidas de protección responden a la 
denuncia falsa que sobre él presentó su suegra y por ello tiene pensado 
recurrir al juzgado. También en la queja 20/0646 la interesada argumenta 
que tras haber sido víctima de violencia de género el Ente Público le retiró 
la custodia de sus hijos y tras dos años en esta situación ya se encuentran 
en acogimiento con fines de adopción, a lo cual se opone por considerar 
que dicha decisión tan drástica carece de motivos que la justifiquen. 
Relatamos también la queja 20/0813 en la que la madre de unas menores 
achacaba a una denuncia falsa, presentada por la que fue su empleada de 
hogar, los motivos por los que el Ente Público declaró en desamparo a sus 
hijas gemelas, de 5 años de edad, que en esos momentos se encontraban 
en acogimiento con fines de adopción. Añadía que con anterioridad tuvo 
de asumir que el Ente Público promoviera la adopción de su otra hija, 
pasado lo cual pudo recuperarse y mejorar su situación personal y pese 
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a ello el Ente Público sigue utilizando este antecedente como motivo 
determinante de las medidas de protección acordadas respecto de sus 
hijas gemelas.

En estos expedientes y en otros de temática similar la intervención de esta 
institución se encuentra muy limitada toda vez que suele producirse la 
presentación simultánea a la queja de una demanda judicial de oposición 
al acogimiento familiar con fines de adopción, lo cual obliga a suspender 
nuestra intervención.

La adopción, salvo en los supuestos excepcionales en que así lo establezca 
una resolución judicial, conlleva la pérdida de vínculos y contacto entre la 
familia biológica y el menor. A pesar de ello suele ser frecuente que 
recibamos peticiones de ayuda de familias afectadas por esta situación, 
solicitando nuestra intervención para tener algún contacto con el menor.

Así sucede en la queja 20/0316 en la que 
la interesada, afectada por una severa 
enfermedad mental (esquizofrenia) unida a 
una depresión crónica le hace llevar una vida 
marginal, especialmente en los períodos en 
que deja de acudir a los controles de psiquiatría 
y no toma su medicación. En este estado suele 
entablar relaciones de pareja con personas 
que conoce en dichos entornos marginales, 
residiendo en viviendas ocupadas ilegalmente 
o en zonas de chabolas, obteniendo recursos 
de la mendicidad o de actividades ilegales.

Es por ello que, en esas circunstancias, ha sido necesaria la intervención 
del Ente Público de Protección de Menores respecto de sus hijos, lo cual 
no ha sido óbice para que ella se haya mostrado siempre muy afectiva 
con ellos, con una voluntad decidida por preservar su relación. A pesar 
de ello su evolución personal no ha hecho posible el retorno de sus hijos 
con ella, hasta el punto de acordar el Ente Público, como medida más 
beneficiosa para los menores, su adopción por familias seleccionadas a 
tales efectos, siendo ratificada esta decisión por el Juzgado.

Así las cosas, además de ayudar a la interesada para mejorar su situación 
personal (pensión no contributiva de invalidez y acceso a una vivienda 
social de alquiler), en lo que respecta a su pretensión de tener relación 
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con sus hijos nos hemos visto en la obligación de informarle que tal 
hecho depende de la voluntad de las respectivas familias que los tienen 
en adopción, lo cual no obsta para que una vez alcancen la mayoría de 
edad pueda solicitar de la Junta de Andalucía que a través del servicio de 
post-adopción puedan ayudarla a hacerles llegar su petición.

De tenor similar es la queja 20/6766 que tramitamos a instancias de una 
persona para ayudar a una amiga residente en Noruega. Nos decía que 
esta persona tuvo un hijo en Córdoba en 2009, y que el menor quedó al 
cuidado de una familia cuyos datos desconocía, sin que desde entonces 
haya tenido noticias de él. Al no disponer de medios para costear los 
servicios de un abogado que se ocupe del caso, solicitaba la ayuda del 
Defensor del Pueblo Andaluz. 

Tras analizar la cuestión informamos al interesado que, conforme a los 
datos que nos suministraba, debíamos suponer que el menor quedó al 
cuidado del Ente Público de Protección de Menores, quien en ejercicio 
de su tutela confió su custodia a una familia previamente seleccionada 
para dicho menester. Dicha familia se habría ocupado de proporcionarle 
los cuidados y atención necesaria, bajo supervisión de profesionales del 
Ente Público. También le indicamos que al haber transcurrido 9 años en 
esta situación, y en ausencia de familiares que se pudieran hacer cargo 
del menor, con toda probabilidad el Ente Público habrá promovido 
ante el Juzgado de Familia un expediente judicial para que el menor 
fuese adoptado, de forma definitiva, por una familia. En consecuencia le 
facilitamos los datos de contacto del Servicio de Protección de Menores 
de Córdoba para que recabase información al respecto.

3.1.2.9 Responsabilidad penal de menores

La legislación penal española excluye de su aplicación a aquellas personas 
menores de 14 años, a las que considera inimputables y deriva la posible 
atención de su comportamiento a la propia familia y a los servicios sociales 
especializados de protección de menores. Entre los 14 y 18 años existe 
una legislación penal especial, separada de la de adultos, cuyo principio 
inspirador se basa en medidas educativas, de corrección de la conducta 
e inserción social, más que en la vertiente punitiva propia del derecho 
penal.
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